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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno de mayo del año 2013, dos mil trece. . .
V I S T O para resolver el expediente número 179/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo intentado por la ciudadana ANDREA PAMELA GUTIERREZ MOLINAR, en contra de la entonces Tesorera Municipal y del Oficial Calificador …, ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que analizando de manera integral la demanda, se concluye que la justiciable impugna la resolución de calificación de la infracción, a través de la cual el Oficial Calificador demandado determina la comisión de  tres faltas administrativas e impuso una multa por …, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa, con la Boleta de Control … y el recibo …, de la misma fecha, que ampara  el pago de la referida multa. . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el  Juzgador de  oficio o  a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


La entonces Tesorera Municipal en su contestación aduce en lo esencial que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado no existe y la demanda debe sobreseerse para esta autoridad. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que a esta autoridad fiscal no se le imputa la emisión del acto administrativo combatido, pues sólo se le reclama la devolución de la cantidad … pagada por concepto de la multa impugnada y se admitió la demanda en su contra ya que Tesorería Municipal tiene a su cargo la Hacienda Pública Municipal, por lo que entre sus facultades se encuentra la de recaudar los ingresos que correspondan al Municipio, de acuerdo a lo señalado por los artículos 114, fracción I, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 52 fracción I, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, asimismo tiene la atribución de autorizar o negar la devolución de las cantidades pagadas indebidamente, en términos de lo estipulado por los artículo 52 y 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de este modo, procederá la devolución de la cantidad pagada, cuando el acto que dio origen sea declarado nulo; por otra parte, cabe precisar que para efectos del proceso administrativo tanto el cobro una multa originada por la comisión de una infracción administrativa, como la devolución de la cantidad pagada por ese concepto, constituyen actos  accesorios, por lo que la entonces autoridad fiscal Municipal tiene el carácter de ejecutora, de ahí que, la entonces Tesorera Municipal tiene el carácter de autoridad demandada, en términos de los señalado por el artículo 51, fracción II, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 Asimismo, la entonces Tesorera Municipal en su contestación aduce en lo esencial que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado fue legítima y expresamente consentido por la actora. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que no existe ninguna manifestación de voluntad expresa que entrañe el consentimiento del acto impugnado, pues a pesar de que en el recibo oficial …, exhibido por la impetrante actora, se advierte que ésta realizó el pago de la sanción que se le impuso por la presunta comisión de las faltas administrativas contempladas por el artículo 14, fracciones IX, X y XI del Reglamento de Policía Municipal de León, Guanajuato, pero no por esto, la actora manifiesta su voluntad de estar conforme con el acto que está impugnando en este proceso, pues al estar privada de su libertad se vio obligada a cubrir el pago de la multa; por consiguiente, con esta circunstancia no se tiene a la actora por consintiendo de manera expresa el acto combatido, precisamente porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal y de haber estado de acuerdo con ellos no los estuviere refutando de ilegales; por otra parte, la Boleta de Control impugnada, se levantó con fecha 20 veinte de marzo del año 2012, dos mil doce y la demanda se presentó en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el día 09 nueve de mayo de aquel año, por consiguiente, la impetrante no está consintiendo de manera tácita el acto combatido, porque se impugnó ante este Juzgado dentro del término legal de 30 treinta días hábiles previsto en el artículo 263, primer párrafo del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, la demanda se presentó dentro del plazo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Oficial calificador demandado, no hace valer causal de improcedencia alguna y advirtiéndose que de autos no se actualiza ninguna otra de las previstas en  el citado artículo 261,  por lo que  se  procede  al  estudio de  los  conceptos  de 
impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que la actora en el primer concepto de impugnación de la demanda señala en lo toral que la sanción impuesta por el Oficial Calificador es ilegal, en virtud de que fue omiso en cumplir con los requisitos formales exigidos en las leyes, concretamente porque el acto no se encuentra debidamente fundado, ni motivado, ni se realizó por escrito y no se respetó su garantía de audiencia, como tampoco la de legalidad, además el acto administrativo no cumple con los elementos de validez que se mencionan en los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. En tanto, que el Oficial Calificador al contestar el primer concepto de impugnación de la demanda señala en lo esencial que resulta ineficaz e inoperante lo reclamado por la actora, en virtud de que los agravios deben de ser razonados de acuerdo con el acto propio que se impugna, es decir, la actora debe combatir el acto emitido por el Oficial Calificador en base al Reglamento legal aplicable con el que fue legítimamente sancionada, es decir, la boleta de control … y no así un recibo … y con simples manifestaciones negando haber cometido la infracción, y en mencionar violaciones, ya qué como lo fue y se desprenden de los propios hechos narrados en el escrito inicial, fue en base al Reglamento aplicable que a la actora le fue impuesta una sanción por violaciones a la Ley . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que la suma de los montos de cada una de las multas impuestas a la impetrante da como resultado la cantidad de  … de modo que lo pagado por la sanción de las tres infracciones administrativas no excede la cantidad que resulta de multiplicar 150 cinto cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado, por tal motivo, se configura la hipótesis jurídica prevista en la fracción III del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el Juzgador se encuentra constreñido a suplir la queja deficiente planteada en la demanda. . . . . . . 
En segundo lugar, cabe precisar que los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137 fracción VI,  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, impone a las autoridades Municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; entendiéndose por fundar un acto administrativo que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para emitir el acto impugnado; mientras, que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, analizando la Boleta de Control, … en la cual el Oficial Calificador demandado realiza la calificación de las infracciones imputadas a la actora, se encuentra fundada en el artículo 14 fracciones IX, X y XI del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato, entre otros numerales; sin embargo no se encuentra debidamente motivada, toda vez que se omite expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas que tuvo el Oficial Calificador demandado para determinar la comisión de cada una de la faltas administrativas, cuya comisión se le reprocha al impetrante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como puede observarse en la referida Boleta de Control, el Oficial Calificador demandado realiza una relación de hechos en los siguientes términos: …, pero no indica de manera pormenorizada las circunstancias especiales, ni las razones particulares o las causas inmediatas del por qué se cometió cada una de las infracciones previstas las fracciones IX, X y XI del artículo 14, del Reglamento de Policía para el  Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, puede  advertirse en la parte considerativa de la Boleta de Control que se examina, el Oficial Calificador demandado jamás expresa razonamientos en forma detallada del por qué la justiciable opuso resistencia al momento de la detención, o bien, el por qué impidió, directa o indirectamente la acción de los elementos de policía en el cumplimiento de su deber; del mismo modo, omite expresar de manera pormenorizada las razones por las cuales la impetrante hizo  uso de la fuerza o violencia en contra del elemento de policía que practicó la detención; y, el Oficial Calificador demandado también deja de mencionar en forma detallada en qué consistieron los insultos proferidos en contra de la autoridad, además de que no se precisan las palabras pronunciadas o acciones insultantes u ofensivas desplegadas por parte de la justiciable; como quiera que sea, la pluricitada autoridad no asienta en el documento a debate elementos objetivos y suficientes para establecer las bases sólidas que vienen a constituir las consideraciones de hecho y de derecho por las cuales estimó que se configuró la comisión de cada una de las faltas administrativas reprochadas a la actora. A su vez, en dicha Boleta de Control no consta la firma del Oficial de Policía que realizó la detención y que presentó a la justiciable ante el Oficial Calificador demandado, quien se encontraba constreñido a ratificarla y además tampoco consta la firma de la parte demandante, de lo anterior se desprende, que la multicitada Boleta de Control en la cual consta la calificación de las infracciones que nos ocupan, no cumple con la exigencia establecida en la fracción I del artículo 35 del aludido Reglamento de Policía; abundando lo anterior, cabe mencionar que esta falta de firma vicia la resolución administrativa de calificación de la infracción, pues es de explorado derecho que mediante la firma se expresa la voluntad de la autoridad administrativa y de los particulares, por consiguiente, si en la boleta de control falta la firma de puño y letra del referido policía; y, sobre el particular cabe precisar  que la firma que obra en la Boleta de Control en el espacio reservado para la firma del infractor, aparece estampada una firma autógrafa cuyos rasgos a simple vista no coinciden con la que calza la última foja útil del escrito de la demanda, lo anterior aunado al hecho de que en la parte inferior izquierda de foja de la pluricitada Boleta de Control aparece la leyenda “impreso el 25 - mayo - 2012”, lo que nos da la plena convicción de que la rubrica que obra en este documento público no fue estampada por la justiciable, luego entonces, este documento jurídicamente no surtió sus efectos jurídicos frente a la actora y consecuentemente, no  existe  confesión de  la  impetrante, por estas razones se encuentra indebidamente motivada. . . . . . .  . . . . . 
Siendo lo anterior así, la multa impuesta a la justiciable en la calificación de la infracción realizada en la Boleta de Control que nos ocupa, carece del elemento de validez exigidos por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que no esta debidamente motivada, vicio que origina la actualización de la causal de ilegalidad establecida en la fracción II del artículo 302 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por consiguiente, se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, violándose en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total de la Boleta de Control …, en la cual se determina la comisión de las faltas administrativas imputadas a la impetrante y se le impuso una multa … . Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, común Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a. /J  79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, sobre el particular se precisa, que con la facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia en forma completa, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de manera que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica a la justiciable y la declaración de nulidad total del acto impugnado, produce como consecuencia que a la impetrante ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los mismos hechos, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir a la actora en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en esta sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, por ende, ante dicha nulidad, con fundamento en el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene la justiciable a la devolución de la cantidad …, pagada por concepto de la multa; y, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción VI, del invocado Código, se condena al Oficial Calificador demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Tesorería Municipal de León, Guanajuato o de la Dependencia competente, para que a la justiciable se le haga la devolución de la cantidad pagada por concepto de multa y en su caso realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarlas dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este  Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción II, del  Código de  Procedimiento  y Justicia  Administrativa para el  Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la Boleta de Control … a través de la cual se determina la comisión de las faltas administrativas imputadas al impetrante y se le impuso una multa …,  por  las  razones  lógicas  y  jurídicas  expresadas  en  el cuarto  considerando  de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
TERCERO.- Se  condena al  Tesorero  Municipal de  León, Guanajuato para 
que a la actora se le haga la devolución de la cantidad …, pagada por concepto de multa y en su caso dicha autoridad realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; devolución que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada este fallo; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 31 DE MAYO DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 179/2012-JN. . . 
